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Juez Grana Martínez y el Juez Pérez Ocasio 

 
Domínguez Irizarry, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2024. 

La parte peticionaria, Giancarlo González Ascar, comparece 

ante nos solicitando que revisemos la Notificación de Determinación 

Final de la Comisión de Nominaciones para la Elección del 

Representante del Interés de Clientes a la Junta de Gobierno de la 

Autoridad de Energía Eléctrica de Puerto Rico, emitida y notificada 

por la Oficina del Procurador del Ciudadano (Ombudsman), el 4 de 

abril de 2024. Mediante la misma, el referido organismo le notificó 

al peticionario la denegación de su certificación como candidato a 

representante del interés de los clientes a la Junta de Gobierno de 

la Autoridad de Energía Eléctrica de Puerto Rico. 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

acoge el presente recurso como un certiorari, se expide el auto y se 

confirma la determinación recurrida.  

I 

 Conforme surge del expediente que nos ocupa, en octubre del 

año 2023, la Oficina del Procurador del Ciudadano comenzó un 
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proceso de selección de candidatos para elegir a un nuevo 

representante del interés de clientes a la Junta de Gobierno de la 

Autoridad de Energía Eléctrica de Puerto Rico. El 14 de diciembre 

de 2023, el aquí peticionario radicó el Formulario de Petición de 

Nominación Candidatos a Representantes del Interés de Clientes a la 

Junta de Gobierno de la Autoridad de Energía Eléctrica de Puerto 

Rico, solicitando su certificación.  

Luego de evaluar la solicitud del peticionario, el 30 de enero 

de 2024, la Oficina del Procurador del Ciudadano, a través de la 

Comisión de Nominaciones, cursó una misiva a González Ascar, 

solicitándole que sometiera evidencia de su trasfondo educativo y 

experiencia profesional, en los campos de la ingeniería eléctrica o 

mecánica, la administración de empresas, o economía y finanzas y 

la pericia en asuntos de energía, conforme a la Ley Núm. 83 del 2 de 

mayo de 1941, 22 LPRA sec. 194. Para esto, le proveyó un término 

de cinco (5) días laborables.  

El 9 de febrero de 2024, la Oficina del Procurador del 

Ciudadano cursó al peticionario un documento intitulado 

Determinación de la Comisión de Nominaciones sobre las Elecciones 

del Representante de Interés de los Clientes en la Junta de Gobierno 

de la Autoridad de Energía Eléctrica (AEE) de Puerto Rico. En el 

mismo, se le notificó que no se certificaba su candidatura como 

representante del interés de los clientes de la Autoridad de Energía 

Eléctrica.  El organismo fundamentó su decisión, en que, a pesar de 

que el peticionario sometió documentos que acreditaban su 

preparación académica y años de experiencia en su campo educativo 

y profesional, este no acreditó su pericia en asuntos de energía, 

según requerido en la Sección 4(a) de la Ley Núm. 83-1941. 22 LPRA 

sec. 194. 

 En desacuerdo, el 15 de febrero de 2024, el peticionario, a 

través de su representante legal, envió misiva al organismo.  En esta, 
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planteó la falta de precisión y de hechos específicos para rechazar 

su candidatura.  Sostuvo, que la agencia no podía determinar que 

no cumplía con el requisito de asuntos de energía, debido a que no 

definía lo que constituía pericia y tampoco analizaba por qué el 

peticionario no la tenía. Sobre esto, expuso: (1) tener pericia sobre 

la informática de operación de la Autoridad de Energía Eléctrica; (2) 

haber desarrollado una aplicación para reportes de averías en el 

sistema eléctrico; (3) haber sido parte de una brigada luego del paso 

del Huracán María, en la que se desarrolló una herramienta para 

mantener un récord del progreso; (4) haber publicado un libro sobre 

la digitalización de los sistemas en Puerto Rico, en el cual se incluyó 

a la Autoridad de Energía Eléctrica; y (5) haber trabajado 

herramientas para la extracción, trasformación, normalización y 

monitoreo de las averías eléctricas en Puerto Rico.  

 Tras evaluar su solicitud, y acogerla como una 

reconsideración, el 29 de febrero de 2024, la Oficina del Procurador 

del Ciudadano emitió Notificación [de la] Decisión [de] 

Reconsideración a la Certificación Negativa como Candidato a la 

Elección del Representante del Interés de Clientes a la Junta de 

Gobierno de la Autoridad de Energía Eléctrica (AEE), reiterando su 

determinación. De este modo, se informó al peticionario que no 

cumplía con el requisito de pericia en asuntos de energía, según es 

requerido en la Ley Núm. 83-1941, 22 LPRA sec. 194. Así, denegó la 

reconsideración sometida. 

Inconforme, el 4 de marzo de 2024, el peticionario presentó 

Petición de Mandamus ante el Tribunal de Primera Instancia, 

mediante la cual solicitó que se le ordenara a la Oficina del 

Procurador del Ciudadano a cumplir con su deber ministerial de 

certificar al peticionario como candidato seleccionado el cargo de 

representante del interés de los clientes en la Junta de Gobierno de 

la Autoridad de Energía Eléctrica. Por su parte, la Oficina del 
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Procurador del Ciudadano solicitó la desestimación del recurso por 

entender que no existía un deber ministerial de certificar al 

peticionario, ya que alegó que no cumplía con las exigencias del 

estatuto antes citado. Luego de varios incidentes procesales no 

pertinentes al caso de autos, el 26 de marzo de 2024, el Tribunal de 

Primera Instancia emitió Sentencia por estipulación. A tenor con lo 

acordado, el foro primario ordenó que se emitiera una nueva 

notificación sobre la determinación final del Procurador del 

Ciudadano, la cual debía incluir las advertencias sobre el derecho a 

presentar un recurso de revisión judicial ante el foro administrativo 

o Tribunal de Apelaciones.  

 La Oficina del Procurador del Ciudadano, el 4 de abril de 

2024, cumplió con la determinación judicial. Nuevamente, el 

peticionario presentó una reconsideración el 12 de abril de 2024, la 

cual no fue atendida por la Oficina del Procurador del Ciudadano, 

dentro del término reglamentario. Así, el 3 de mayo de 2024, el 

peticionario compareció ante nos mediante el presente recurso de 

revisión judicial, el cual, en la correcta aplicación de la norma 

dispuesta en Rivera v. Dir. Adm. Trib., 144 DPR 808, 822-823 (1998), 

acogemos como uno de certiorari. En el mismo sostiene los 

siguientes señalamientos de error:   

Erró el Ombudsman al definir “asuntos de energía” de una 

forma absolutamente restrictiva, desconectada de la realidad 

moderna de los sistemas de información y telecomunicaciones 

integrales a los asuntos de energía.  

 

Erró el Ombudsman al ignorar que, por mandato 

constitucional, todos los señalamientos de las Leyes 57-2014 

y 17-2019 son asuntos de energía, incluido todos lo relativo a 

transparencia, acceso, participación y sistemas de 

información.  

 
Erró el Ombudsman al señalar que los sistemas de 

información tienen solo interacción “meramente incidental” 

con los asuntos de energía.  

 



 
 

 
KLRA202400228    

 

5 

El Ombudsman carece de autoridad para aplicar y definir 

“asuntos de energía” mediante su denegatoria, pues no se 

define en la Ley y tampoco en el Reglamento del Ombudsman. 

  

 Luego de examinar el expediente de autos, y contando con la 

comparecencia de ambas partes de epígrafe, procedemos a 

expresarnos.  

II 

A 

La Oficina del Procurador del Ciudadano, fue creada por la 

Ley Núm. 134 de 30 de junio de 1977, conocida como la Ley del 

Procurador del Ciudadano (Ombudsman), según enmendada, 2 

LPRA 701, et. seq. Con la aprobación de esta Ley, la Asamblea 

Legislativa tuvo el objetivo fundamental de crear una oficina para 

“velar por los intereses de los ciudadanos ante los posibles excesos 

de las entidades gubernamentales”. López Nieves v. Méndez Torres, 

177 DPR 803, 811 (2010). Según las disposiciones de la referida Ley, 

la Oficina del Procurador del Ciudadano estará adscrita a la Rama 

Legislativa. 2 LPRA sec. 703. Por ello, no le será de aplicación la Ley 

de Procedimiento Administrativo Uniforme (LPAU), Ley Núm. 38 de 

30 de junio de 2017, ya que la Sección 1.3 excluye de su aplicación 

a la Rama Legislativa. 3 LPRA sec. 9603. Ahora bien, la 

inaplicabilidad de esta Ley no significa que una persona que resulte 

afectada por una determinación final de la Oficina del Procurador 

del Ciudadano no tenga un remedio en ley.  

Así, aunque la Ley Núm. 134-1977 no establece de manera 

específica un mecanismo de revisión judicial de las determinaciones 

finales emitidas por la Oficina del Procurador del Ciudadano, se ha 

establecido que el mero hecho de que se exceptúe la aplicación de la 

LPAU o que el reglamento aplicable no establezca un procedimiento 

de revisión judicial, no significa que las partes estén desprovistas de 

remedio alguno. H. Sánchez Martínez, Práctica Jurídica en Puerto 
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Rico, Derecho Procesal Apelativo, Ed. Lexis Nexis de Puerto Rico, Inc., 

2001, pág. 440. Procederá que estas acudan al Tribunal de 

Apelaciones mediante un recurso de revisión que será acogido 

discrecionalmente. Rivera v. Dir. Adm. Trib., supra, pág. 823; H. 

Sánchez Martínez, Práctica Jurídica en Puerto Rico, Derecho Procesal 

Apelativo, supra, pág. 441.  Cuando estemos ante tal circunstancia, 

nuestro Tribunal Supremo ha establecido que “el procedimiento a 

seguirse ante el foro judicial será uno similar al utilizado cuando el 

tribunal, actuando como foro apelativo, revisa la corrección o 

incorrección de la sentencia emitida por un tribunal inferior o la 

decisión de un organismo administrativo”. Rivera v. Dir. Adm. Trib., 

supra, págs. 821-822 (1998); U.I.L de Ponce v. Dest. Serrallés, Inc., 

116 DPR 348, 355 (1985); H. Sánchez Martínez, Práctica Jurídica en 

Puerto Rico, Derecho Procesal Apelativo, supra.  

B 

 

 Por otra parte, con la aprobación de la Ley Núm. 83 del 2 de 

mayo de 1941, conocida como la Ley de la Autoridad de Energía 

Eléctrica de Puerto Rico, según enmendada, 22 LPRA sec. 191, et 

seq., se creó la Autoridad de Energía Eléctrica de Puerto Rico. 

Mediante esta, se estableció que el organismo sería un cuerpo 

corporativo y político que constituiría una corporación pública e 

instrumentalidad gubernamental, sujeta al control de su Junta de 

Gobierno, pero, a su vez, una con existencia y personalidad legal 

separada y aparte de la del Gobierno de Puerto Rico. 22 LPRA sec. 

193.  

 La referida Ley establece que la Junta de Gobierno de la 

Autoridad de Energía Eléctrica se compondrá de siete (7) miembros, 

entre los cuales tres (3) serán nombrados por el Gobernador de 

Puerto Rico con el consejo y consentimiento del Senado, tres (3) 

serán elegidos por el Gobernador a su sola discreción y el miembro 

restante será un representante del interés de clientes, quien será 
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elegido mediante una elección supervisada por la Oficina del 

Procurador del Ciudadano. 22 LPRA sec. 194. 

En lo pertinente, la Sección 4(a) de la Ley Núm. 83-1941, 

dispone que:   

[…] 

El candidato representante de los clientes, entre otros 

requisitos, deberá contar con un trasfondo educativo y 

profesional, de no menos de diez (10) años de 

experiencia en su campo profesional. Los criterios de 

trasfondo educativo y profesional deberán incluir, como 

mínimo, el campo de la ingeniería eléctrica o mecánica, 

la administración de empresas, o economía y finanzas. 

Además, este deberá tener pericia en asuntos de 

energía y no podrá ser empleado público, excepto por 

ser profesor del Sistema de la Universidad de Puerto 

Rico.  

[…] 

22 LPRA sec. 194(a) (Énfasis nuestro)  

En el ejercicio de las facultades que le fueron conferidas, la 

Oficina del Procurador del Ciudadano aprobó el Reglamento Núm. 

31 del 1 de noviembre de 2023, conocido como el Reglamento para 

la Elección Mediante Referéndum del Representante de Interés de 

Clientes a la Junta de Gobierno de la Autoridad de Energía Eléctrica 

de Puerto Rico, y Normas de Procedimiento para la Elección y 

Destitución, con el propósito de regular el proceso de selección del 

representante del interés de los clientes. Sección 1.4 del Reglamento 

Núm. 31.  

En cuanto al asunto ante nuestra consideración, la sección 

3.2 del Reglamento Núm. 31, establece que:  

Los candidatos deberán ser defensores de los intereses 

de los clientes y cumplir con los siguientes requisitos:  
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1. Poseer la actitud y aptitud para ejercer las funciones 

de su cargo, incluyendo pericia en asuntos de 

energía;  

2. Contar con un trasfondo educativo y profesional, de 

no menos de diez (10) años de experiencia en su 

campo educativo y profesional que incluya como 

mínimo el campo de la ingeniería eléctrica o la 

administración de empresa, o economía o finanzas.  

[…] 

III 

En el presente caso, el peticionario nos solicita que revisemos 

la negativa de la Oficina del Procurador del Ciudadano de certificar 

su candidatura como representante del interés de los clientes en la 

Junta de Gobierno de la Autoridad de Energía Eléctrica. Aduce que, 

el organismo recurrido erró en su determinación y realizó una 

interpretación restrictiva y desconectada de la realidad moderna 

sobre lo que constituye “asuntos de energía”. A su vez, alega que, 

ninguna de las fuentes jurídicas que le conceden autoridad a la 

Oficina del Procurador del Ciudadano definen el concepto de 

“asuntos de energía”, por lo que se debía interpretar el concepto de 

manera amplia. Añade que, los estatutos reglamentarios de la 

materia en controversia establecen que los sistemas de información 

son importantes en los asuntos de energía. Así, sostiene que, la 

interpretación de la Oficina del Procurador del Ciudadano de que los 

sistemas de información son incidentales y no asuntos de energía, 

choca con las leyes que rigen la materia.  

Habiendo examinado los referidos señalamientos, a la luz del 

derecho aplicable y la prueba, expedimos el auto de certiorari y 

confirmamos la resolución recurrida. Un examen del expediente que 

nos ocupa nos mueve a resolver que no se hacen presentes los 
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criterios legales que legitiman nuestra intervención respecto a lo 

dispuesto por el organismo. Entendemos que, la determinación aquí 

impugnada obedeció a un ejercicio razonable de la adecuada función 

de las facultades legales que le asisten, así como también, a una 

correcta interpretación y aplicación del derecho pertinente. Veamos.  

Tal como hemos esbozado, la Sección 4(a) de la Ley Núm. 83-

1941, establece los requisitos con los que deben cumplir todos los 

miembros de la Junta de Gobierno, entre los que se encuentra 

pericia en asuntos de energía. 22 LPRA. sec. 194. Luego de evaluar 

la solicitud del peticionario, el organismo recurrido determinó que 

este no era elegible, ya que no contaba con la aludida pericia exigida. 

Así, la Comisión de Nominaciones, determinó que el peticionario 

cumplía con el requisito de tener un trasfondo educativo y 

profesional de más de diez (10) años, pero que su experiencia 

versaba en data, diseño e implementación de plataformas digitales 

y ciberseguridad, lo cual no constituía pericia en asuntos de energía.  

Coincidimos con que el peticionario cuenta con la experiencia 

profesional según exigido en el estatuto. Sin embargo, este no 

cumplió con el requisito de pericia en asuntos de energía, según 

estatuido en la Ley Núm. 83-1941 y por el Reglamento Núm. 31 de 

la Oficina del Procurador del Ciudadano. El peticionario insiste en 

que su experiencia profesional en sistemas de información y 

digitalización le otorgan pericia en asuntos de energía, sin embargo, 

el hecho de que este trabajara con sistemas de información de la 

Autoridad de Energía Eléctrica, así como que manejara datos sobre 

averías eléctricas, sistemas financieros y ciberseguridad, no le 

otorga pericia en asuntos de energía. Así pues, coincidimos en que, 

no resulta suficiente para reconocerle expertise en el campo, su 

participación en el diseño de herramientas relacionadas al consumo, 

las averías y el servicio de energía eléctrica. Para así hacerlo, era 
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necesario que este demostrara una sabiduría, práctica, experiencia 

o habilidad directa y concreta con la energía eléctrica. 

En mérito de lo antes expuesto, expedimos y confirmamos la 

determinación recurrida. La determinación tomada por la Oficina 

del Procurador del Ciudadano se sostiene en el expediente y nada 

sugiere que el pronunciamiento traído ante nos, haya resultado en 

un ejercicio arbitrario atribuible al organismo. Por tanto, en 

ausencia de prueba en contrario, solo podemos sostener su 

determinación.  A tales efectos, concluimos que la Oficina del 

Procurador del Ciudadano no incidió al denegar la certificación 

como representante del interés del cliente en la Junta de Gobierno 

de la Autoridad de Energía Eléctrica al peticionario por incumplir 

con el requisito de pericia en asuntos de energía. 

IV 

 Por los fundamentos que anteceden, expedimos el recurso de 

certiorari solicitado y confirmamos la determinación recurrida.  

 Lo acordó y manda el Tribunal, y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

                       
                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


